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 Asunto: Acción de tutela Nº 2021 – 339 

  Sentencia Primera Instancia 

 

Fecha:  Septiembre siete de dos mil veintiuno 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 29 del Decreto Nacional 2591 de 1991 se 

emite sentencia de primer grado en la actuación de la referencia. 

 

1.- Identificación del solicitante: (Art. 29 Num. 1 D. 2591/91):  

 

- Erika Liliana Luna Delgado, ciudadana que se identifica con la C.C. # 

1.122.782.429 quien actúa en nombre propio. 

 

2.- Identificación de quien provenga la amenaza o vulneración: (Art. 29 Num. 2 D. 

2591/91):  

 

a) La actuación es dirigida por la tutelante en contra de: 

 

- Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior 

Mariano Ospina Pérez - ICETEX. 

 

b) Vinculadas: 

 

- Fundación Universitaria San Martin. 

- Gobernación del Putumayo. 

 

3.- Determinación del derecho tutelado: (Art. 29 Num. 3 D. 2591/91):  

 

La accionante indica que se trata del derecho fundamental de petición y habeas data. 

 

4.- Síntesis de la demanda:  

 

a) Hechos: La accionante indicó que: 
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- Solicito actualización al ICETEX actualización financiera Habeas Data. 

- La petición no fue respondida. 

 

b) Petición:: 

 

- Amparar el derecho deprecado. 

- Conminar al ICETEX a que responda las solicitudes en términos de ley  y 

conforme la jurisprudencia de la Corte Constitucional. 

 

5- Informes: (Art. 19 D.2591/91) 

 

a) Fundación Universitaria San Martín. 

 

- No se pronunciara de las pretensiones del escrito de tutela en tanto ninguna de 

ellas se relaciona con acciones u omisiones de la Institución de Educación 

Superior. 

- La accionante es egresada desde octubre 21 de 2011. 

 

b) Gobernación de Putumayo. 

 

- La accionante es beneficiaria del convenio Inter Administrativo N° 311 DE 

2003, suscrito entre el Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios 

Técnicos en el Exterior y el Departamento del Putumayo. 

- Curso la carrera de medicina en la Universidad San Martin del municipio de 

Pasto Nariño, como consta en el diploma de médica y acta de grado N° 1467 DE 

2011, que son los requisitos para acceder a los beneficios del convenio 

interadministrativo que otorgaba el crédito educativo línea ACCES sub línea 

ALIANZA número 258350. 

- Obra oficio donde la actora solicita la condonación del crédito. 

- También obra oficio 20200212391-E del ICETEX dirigido al Gobernador en el 

que el Instituto solicita autorización de condonación del crédito educativo 

número 258350, y cuya respuesta fu autorizar la condonación del crédito. 

- Se presenta carencia de objeto de la acción de tutela por no existir vulneración 

de derecho fundamental alguno, por parte de la Gobernación del Putumayo. 
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- Hay falta de legitimación en la causa por pasiva frente al incumplimiento en la 

condonación del aporte de la Gobernación el Putumayo. 

 

c) Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior 

Mariano Ospina Pérez. 

 

- La accionante se encuentra registrada como beneficiaria del crédito educativo 

ID. 258350, otorgado mediante la modalidad ACCES en Alianza con el 

Departamento de Putumayo. 

- La financiación se realiza en un porcentaje con recursos propios del ICETEX y 

otros corresponden al aliado. El ICETEX cumple con la función de administrar 

los montos. 

- A septiembre 2 de 2021, la obligación se encuentra en mora. El saldo vencido es 

de $13.049.364,94 correspondiente a las cuotas de mayo de 2015 a agosto de 

2021. El límite de pago de la próxima cuota es septiembre 20 de 2021, cuyo 

valor es de $28.473,19. El saldo para cancelación es de $14.443.506,40. 

- No es posible generar paz y salvo, ni devolución de garantías en tanto el crédito 

presenta saldos pendientes. 

- En septiembre 2 de 2021, se remitió respuesta de fondo, clara y concisa al 

accionante, al correo electrónico juridicocali2018@gmail.com. 

- No existe violación por hecho superado frente al tema del derecho de petición. 

- La acción de tutela es improcedente para resolver asuntos económicos, en tanto 

no existe perjuicio irremediable y al existir otros mecanismos de solución de 

conflicto. 

 

6.- Pruebas:  

 

Las documentales existentes en el proceso. 

 

7.- Problema jurídico:  

 

¿Existe vulneración a los derechos implorados por el tutelante por cuenta de las accionadas 

y entidades vinculadas? 

 

mailto:juridicocali2018@gmail.com
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8.-Derecho de petición: 

 

El derecho de petición es fundamental de aplicación inmediata, según el artículo 85 de la 

Constitución Política. Está definido en el artículo 23 ibídem como el que se tiene a 

presentar peticiones a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener 

pronta respuesta. La Corte Constitucional ha considerado que el núcleo esencial de este 

derecho reside en la resolución rápida y oportuna de la cuestión. En sentencias como la T- 

377 de 2000, T- 161 de 2011, T-146 de 2012, T-149 de 2013 y T- 139 de 2017, señaló: 

 

“…19.- De conformidad con el artículo 23 de la Constitución Política “[t]oda persona 

tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés 

general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su 

ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales." 

 La Corte ha señalado, en reiteradas oportunidades, que el derecho fundamental de petición 

es esencial para la consecución de los fines del Estado tales como el servicio a la 

comunidad, la garantía de los principios, derechos y deberes consagrados en la 

Constitución, y la participación de los ciudadanos en las decisiones que los afectan, así 

como para asegurar que las autoridades cumplan las funciones para las cuales han sido 

instituidas.[34] 

      20. Asimismo, esta Corporación ha indicado que el derecho de petición se satisface 

cuando concurren los siguientes elementos que constituyen su núcleo esencial[35]: (i) la 

posibilidad cierta y efectiva de elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las 

autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; (ii) la 

prontitud y oportunidad de la respuesta, es decir, que se produzca dentro de un plazo 

razonable, que debe ser lo más corto posible[36]; (iii) la emisión de una respuesta clara, 

precisa y de fondo, que supone que la autoridad competente se pronuncie sobre la materia 

propia de la solicitud de manera completa y congruente, es decir sin evasivas, respecto a 

todos y cada uno de los asuntos planteados y (iv) la pronta comunicación de lo decidido al 

peticionario, al margen de que la respuesta sea favorable o no, pues no necesariamente se 

debe acceder a lo pedido[37]…” 

 

9.-Procedencia de la acción de tutela para protección del derecho fundamental de 

petición:  

 

a.- Fundamentos de derecho: En materia de derecho de petición la Corte Constitucional ha 

decantado que la protección por acción de tutela de dicha garantía no está sujeta a 

requisitos generales o especiales como lo recuerda en la sentencia T – 451 de 2017 que en 

lo pertinente dice: 

 

“2.2. Subsidiariedad 

 

24. La jurisprudencia de esta Corporación1 ha sido consistente en señalar que cuando se 

trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene 

previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de 

 
1 Consultar: Corte Constitucional, Sentencias T-149 de 2013, T-165 de 2017. 
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modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone 

de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo. 

 25. En tal sentido, quien encuentre que la respuesta a su derecho de petición no fue 

producida en debida forma, ni comunicada dentro de los términos que la ley señala, y que en 

esa medida vea afectada esta garantía fundamental, puede acudir directamente a la acción 

de amparo constitucional”. 

 

b.- Verificación de requisitos generales para el caso concreto: En lo referente a 

legitimación en la causa, se evidencia que la accionante radicó derecho de petición ante la 

entidad accionada. 

 

El apartado de subsidiariedad se verifica dado que se trata del derecho fundamental de 

petición que no tiene otro mecanismo de protección. Por tanto los pedimentos pueden ser 

elevados al interior de la actuación judicial. 

 

10.- Consideraciones probatorias y jurídicas: 

 

a.- Normas aplicables: Artículo 23 de la Constitución Política. 

 

b.- Caso concreto: Revisadas las pretensiones del actor y el devenir de la acción de tutela, 

advierte el Despacho que el objeto principal de la misma y que podría afectar derechos 

fundamentales, es la no contestación al derecho de petición formulados ante el ICETEX. 

 

Con informe OAJ 2200, el Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos 

en el Exterior Mariano Ospina Pérez - ICETEX acreditó que dio respuesta a la solicitud 

radicada por la accionante, con consecutivo 2021240001907862 de fecha septiembre 2 de 

2021, enviado al correo electrónico de la accionante. 

 

En la citada comunicación fue resuelto el derecho de petición, donde fue señalado que: 

 

- Eika Liliana Luna Delgado se encuentra registrada como beneficiaria del crédito 

educativo ID. 25350 otorgado mediante la modalidad ACCES en Alianza con el 

Departamento de Putumayo. 

- La financiación se realiza en un porcentaje con recursos propios del ICETEX y 

otros correspondientes al aliado. 

- Se indicó cuales giros fueros realizados y demás información del crédito. 

- A septiembre 2 de 2021, se puso de presente que: 
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✓ La obligación se encuentra en mora. 

✓ Saldo vencido $13.049.364,94 correspondiente a las cuotas de mayo de 

2015 a agosto de 2021. 

✓ Fecha límite de pago próxima cuota: 20 de septiembre de 2021. 

✓ Valor próxima cuota: $28.473,19. 

✓ Saldo para cancelación total: $14.443.506,40. 

 

- En relación con la condonación por graduación, sugiere validar la solicitud con 

el Grupo Crédito. 

- No es posible generar paz y salvo, ni devolución de garantías, ya que a la fecha 

el crédito presenta saldos pendientes por cancelar. 

 

Con la respuesta aportada la entidad acreditó el núcleo esencial del derecho de petición 

incluido el de notificación, dado que le fue suministrada información actualizada a dos de 

septiembre de dos mil veintiuno, respecto del crédito. Con la indicación de valor de 

intereses, valor de capital y la forma de condonación. Así mismo se indicó que no era 

posible generar paz y salvo, ni devolución de garantías, en tanto se presentan saldos por 

cancelar. 

 

Las peticiones de la accionante fueron resueltas de manera clara, completa y de fondo 

acorde sus pedimentos. Se aportó constancia del envió de éstas, cumpliendo con la 

protección del nucleó esencial del derecho de petición. 

 

Cuando se habla de una respuesta de fondo no quiere decir que responder el derecho de 

petición implique otorgar lo pedido. Como ocurrió en el presente asunto donde el ICETEX 

le indicó a la accionante que se encontraba en mora, el saldo vencido, fecha límite de pago 

y valor de la próxima cuota. Además, le sugirió que podía validar la solicitud con el Grupo 

de Crédito. Al respecto ha sostenido la Corte Constitucional, en sentencias como la C-951 

de 2014, que: 

 

“Ahora bien, en materia de respuesta de fondo a las solicitudes, la Corte ha advertido que 

la resolución de la solicitud no implica otorgar lo pedido por el interesado. Lo anterior, en 

razón de que existe una diferencia entre el derecho de petición y el derecho a lo pedido, que 

consiste en que: “el derecho de petición se ejerce y agota en la solicitud y la respuesta. No 

se decide propiamente sobre él [materia de la petición], en cambio si se decide por ejemplo 

sobre el reconocimiento o no del derecho subjetivo invocado ante la administración para la 
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adjudicación de un baldío, el registro de una marca, o el pago de una obligación a cargo de 

la administración”[145]. Así, el derecho a lo pedido implica el reconocimiento de un 

derecho o un acto a favor del interesado, es decir el objeto y contenido de la solicitud, la 

pretensión sustantiva.  Por ello, responder el derecho de petición no implica otorgar la 

materia de la solicitud”. 

 

Lo anterior cobra mayor fuerza si se tiene en cuenta que la misma corporación en sentencia 

T-299 de 2018, indicó que se debía respetar la autonomía administrativa de las entidades al 

señalar: 

 

 “los jueces de tutela, al advertir la vulneración del derecho de petición, deben tan solo 

ordenarles a las autoridades responsables de responder las peticiones formuladas por las o 

los accionantes dar respuesta de fondo en un término perentorio, respetando su autonomía 

administrativa.” 

 

Se pone de presente que no es viable al juez constitucional, indicar o hacer manifestación 

alguna sobre el sentido de las decisiones que tomen las entidades accionadas. Lo 

fundamental es la verificación de la resolución a las peticiones en sentido estricto. Una 

respuesta es suficiente cuando resuelve materialmente la petición pronunciándose de fondo 

sobre los requerimientos del solicitante, sin que la misma deba ser afirmativa o negativa. 

Como en el presente asunto donde le fue suministrada toda la información relacionada con 

el crédito. 

 

Por tanto, estamos en presencia de la figura jurídica de carencia actual del objeto por hecho 

superado, en virtud que el motivo de presentación de la acción de tutela desapareció, 

estando en curso esta. Configuración que el Alto Tribunal Constitucional definió en 

sentencia T - 265 de 2017 M. P. ALBERTO ROJAS RÍOS, así: 

 
“La carencia actual del objeto por hecho superado se presenta cuando por el actuar de la 

entidad accionada, cesa la vulneración del derecho fundamenta alegado en la acción de 

tutela. 

Sobre este particular esta Corporación ha indicado que: 

“En estos casos, se debe demostrar que en realidad se ha satisfecho por completo lo que se 

pretendía mediante la acción de tutela, esto es, que se demuestre el hecho superado, lo que 

autoriza a declarar en la parte resolutiva de la sentencia la carencia actual de objeto y a 

prescindir de orden alguna, con independencia de aquellas que se dirijan a prevenir al 

demandado sobre la inconstitucionalidad de su conducta y a advertirle de las sanciones a 

las que se hará acreedor en caso de que la misma se repita, al tenor del artículo 24 del 

Decreto 2591 de 1991.”2 

 

No encontrándose vulnerado del derecho de petición de la accionante, cumpliéndose con el 

debido proceso en el trámite surtido respecto de éste, que se constituye en la base del 

presente asunto conforme los hechos y pretensiones del escrito de la acción de tutela, no se 

 
2 Sentencia T-200 de 2013. 
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advierte la vulneración del derecho de habeas data, pues del iter probatorio no se extrae la 

afectación del mismo, máxime si se tiene en cuenta que la accionante se encuentra en mora 

respecto de crédito. Lo implorado no se refiere a una corrección, y al no estarse realizando 

un uso indebido de la información y estar permitido por el artículo 13 de la Ley 1266 de 

2008, el reporte por mora de cuatro años, no se advierte vulneración alguna de los derechos 

fundamentales implorados. 

 

Tampoco se cumplió con el requisito de probar afectación del mínimo vital. La Corte 

Constitucional en sentencia T-581 A de 2011 determinó que para valorar el mínimo vital3 

se deben tener en cuenta los aspectos particulares de cada caso. Teniendo en cuenta las 

necesidades de alimentación, vestuario, salud educación vivienda y recreación. En el 

presente asunto no se probó siquiera sumariamente, que la accionante careciera de estos. 

Solo manifestó la afectación del mínimo vital pero sin acreditar dicha circunstancia. La 

jurisprudencia ha indicado que las afirmaciones de las partes que favorezcan sus intereses 

no tienen valor demostrativo, salvo que estén respaldadas por otro medio probatorio4. 

 

Lo anterior resulta ajustado a lo señalado por la Corte Constitucional en lo referente a que, 

los actores no quedan exonerados en las acciones de tutela, de no probar los hechos 

fundamentos de éstas, tal como lo indicó en sentencias T-153 de 2011 y T-620 de 2017: 

 

“No obstante, en virtud del principio de buena fe el actor no queda exonerado de probar los 

hechos , pues “en materia de tutela es deber del juez encontrar probados los hechos dentro de 

las orientaciones del decreto 2591 de 1991 en sus artículos 18 (restablecimiento inmediato si 

hay medio de prueba), 20 (presunción de veracidad si se piden informes y no son rendidos), 21 

(información adicional que pida el juez), 22 ( “El juez, tan pronto llegue al convencimiento 

respecto de la situación litigiosa, podrá proferir fallo, sin necesidad de practicar las pruebas 

solicitadas”)[18]” 

“En efecto, la Corte ha sostenido que quien pretende la protección judicial de un derecho 

fundamental debe demostrar los supuestos fácticos en que funda su pretensión, porque quien 

conoce la manera como se presentaron los hechos y sus consecuencias, es quien padece el 

daño o la amenaza de afectación.5 

Del mismo modo, esta Corporación ha establecido que el amparo es procedente cuando 

existe el hecho cierto, indiscutible y probado de la violación o amenaza del derecho 

fundamental alegado por quien la ejerce. Por consiguiente, el juez no puede conceder la 

protección solicitada simplemente con fundamento en las afirmaciones del demandante. Por 

consiguiente, si los hechos alegados no se prueban de modo claro y convincente, el juez 

debe negar la tutela, pues ésta no tiene justificación.”6 

 
3 “El concepto de mínimo vital, de acuerdo con la jurisprudencia, debe ser evaluado desde un punto de vista desde de la 

satisfacción de las necesidades mínimas del individuo, por lo cual es necesario realizar una evaluación de las 

circunstancias de cada caso concreto, haciendo una valoración que se encamine más hacia lo cualitativo que a lo 

cuantitativo, verificándose que quien alega su vulneración tenga las posibilidades de disfrutar de la satisfacción de 

necesidades como la alimentación, el vestuario, la salud, la educación, la vivienda y la recreación, como mecanismos 

para hacer realidad su derecho a la dignidad humana.” 
4Cfr. Cas. Civ. Sentencia de octubre 31 de 2002, exp. 6459. 

5 Ver sentencia T-864 de 1999. M.P. Alejandro Martínez Caballero. 

6 Sentencia T-298 de 1993. M. P. José Gregorio Hernández Galindo. 
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Por otra parte, la Corte Constitucional en providencias como la T-903 de 2014 ha precisado 

que la acción de tutela es improcedente para dirimir conflictos de naturaleza económica que 

no tengan trascendencia iusfundamental, como lo sería la condonación de un crédito. 

 

“La Corte Constitucional ha entendido como regla general, que el único objeto de la acción 

de tutela es la protección efectiva, inmediata y subsidiaria de los derechos fundamentales. 

De esta manera, se ha entendido que el presente mecanismo es improcedente para dirimir 

conflictos de naturaleza económica que no tengan trascendencia iusfundamental, pues la 

finalidad del amparo constitucional es servir de instrumento de salvaguarda 

iusfundamental, más no como mecanismo encaminado a resolver controversias de estirpe 

contractual y económico, por cuanto para esta clase de contiendas, existen en el 

ordenamiento jurídico las respectivas acciones y recursos judiciales previstos por fuera de 

la jurisdicción constitucional. Los únicos casos en que excepcionalmente la acción de tutela 

pueda llegar a desatar pretensiones y conflictos de tipo económico o contractual, es porque 

consecuencialmente concurre la defensa de una garantía fundamental, de manera que, para 

lograr su efectiva protección, el juez de tutela debe definir aquellas controversias.” 
 

En consecuencia, el Juzgado Diecisiete (17) Civil del Circuito de Bogotá D.C., 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley. 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR la carencia actual de objeto en la presente acción de tutela 

impetrada por Erika Liliana Luna Delgado contra el Instituto Colombiano de Crédito 

Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior Mariano Ospina Pérez - ICETEX. 

 

SEGUNDO: No emitir orden respecto de las entidades vinculadas. 

 

TERCERO: REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

CUARTO: NOTIFICAR la decisión por el medio más expedito. 

 

NOTIFÍQUESE,   

 

CESAR AUGUSTO BRAUSÍN ARÉVALO 

JUEZ 

©Å╦Ç 


